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DECRETO N.° 61
(ni 21 ni zwno DI 1886)
por el cual Q Na el &¡& en que coadeiia ¡ regir el de 31 de Didembre tflt4mo, que adido.
ita y reforma el CMigo,JudIcisl.
I10EuINa VELEZI JEFE CIVIl Y IIIJIT1L DEL UFLbO D8.m10Q,
DECRETA:
Artículo único. El Decreto número 52 r, de 31 de Diciembre de
188, que adiciona yreforma el Código judicial, principiará á regir en
ci Estado el 26 de Febrero próximo, tál corno se publica en edición de
cuaderno, que se reputará auténtica.
Dado en Mcdellin,j 21 de Enero de 1886.
MARcELIAiq o VÉLEZ.
El Secretario, de. Gobierno . y Guerr.,
A»RA11AM MORENO.
CIRCULAR N.' 850
e1ativa al I)ecreto número 521..
Estados Unidos de Colombia—Estado de Aivticquia.—Jefatura Civil,
ftfilitar.—Secretaría de Gobierno y Guerra.-5ección 44—Medr-
¡1/u, 31 de Didembrede x88.
A ini empleados jadicialci y del Ministerio público del E.tsdo.
Dirijo á UI.). la presente circular con el fin de hacerles algunas
obscrvaçiones acerca de las principald disposiciones que contiene el
Decreto número 521 de esta misma fecha, por el cual se reforma
el Código. Judicial. Cito esto conveniente, para que á dichas disposicio-
nes se les dé su recta inteligencia, y no vayan á surtir un efecto con-
trario al que se propone el Gobierno. Hablaré separadamente de las
reformas de organización, de las de procedimiento civil y de las 'de
procedimiento criminal.	 -
R pO1ufss DE OR2ANIZAOION
Las principales reformas hechas en Ja parte orgánica del Código,
'son las siguientes:
j Ensanche en las atribuciones del Cuerpo legislativo;
- Ensanche en las atribuciones del Tribunal Superior;
3 Incorporación de las disposiciones sobre Juez y Fiscal del Es-
tado, que se encuentran en ley especial, con algunas modificaciones.
Restricción en las atribuciones de dicho Juez,y consguie.ntemcnte en
las del Fiscal.
4 . Modificación en las atribuciones de los jueces de Circuito y de
Distrito, respecto del nombramiento de guardadores.
! Incompetencia de los Jueces en los juicios sobre Capellanlas
colativas, sobre nulidades de matrimonios y sobre divorciQ.
& Nombramiento y remoción de Procuradores municipales por
los Cabildos.
1. EL Código Judicial limitaba las funciones del Cuerpo legislativo
al conocimiento-de las causas de responsabilidad contra el Presidente
del Estado y sus Secretarios, Magistrados del Tribunal Superior y
Procurador-del Estado; y dejaba elenjuiciamiento y suspensión de
esos empleados, por delitos comunes, á cargo del Tribunal Superior
-en-sala de un Magistrado. Esto último estaba llamado á producir coli-
siones y conflictos entre los Poderes Ejecutivo y Judicial; y para cvi-
stGrlQs, se ha atribuido al Cuerpo legislativo, como lo estaba antes.
Se ha dispuesto, además, que ese mismo Cuerpo conozca de las
causas de responsabilidad contra los miembros del Consejo del Estado,
-en sucalidad de tales, porque dicho Consejo es una Corporación de
.carácter tan elevado, qpe po rs razonable someterlo á ninguno de los
:Jueces 6 Tribunales permanentes y ordinarios.
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IT. El Tribunal Superior recibe un ensanche de facultades, por-
que se k attibuyen los nombramientos de Jueces y Fiscales del Esta-
do y de Circuito. En cambio se le priva del conocimiento de ciertas.
causas, como yá se vid, porque debe.n .cocresponder al Cuerpo legis-
lativo.
Se funda esa variación, respecto de nombramientos, en que el
Tribunal Superior cs.la Corporación que te encuentra en mejores con-
diciones para conocer los individuos más aptos y inás.á propósito para,
desempeñar los destinos de Jueces.>' Fiscales; y al mismo tiempo tie-
ne interés directo 6 inmediato ert..qye tales. destinos estén bien servidos;.
porque así su labor es más sencilla y más provechosa.Por otro lado, las condicioncs.de respetabilidad personal que de-.
ben suponerse siempre én los micmbr,os del primer Tribunal del Esta-
do, alejan el temor de que la. intrigad el favoritismo puedan abrirse-
campo, y malear la administracijín de justicia, ,
 con menoscabo de los
intereses sociales.
III. La incorporación de las disposiciones sobre Juez yrFiscal del.
Estado es de notoria conveniencia, y no hay para qué detenerse en el-
examen de las razones en.quc se funda.
Una variación sustancial se- ita introducido at hacer la incorpora-.
ción, y consiste en quitarit  al Juez del Estado cl.conocimicnto de las.
causas contra las .cuadrifla.de malhechores.
Se funda eso en dos razones principales: la primera, el extraordi-
nario recargo de negocios en esa oficina; y la segunda, que el juzga-.
miento de las cuadrillas de malhechores no presenta graves inconve-
nientes en los Circuitos respectivos.
Lo que movl6 principalmente al Cuerpo legislativo á crear CF
Juez del Estado, fui el considerable número de delitos atroces que se
cometían en las diversas localidades, y que las más de las veces se que-
daban impunes, ora por la desidia criminal de ciertos empleados, ora
por el temor que infundían en los jurados la categoría y la audacia de
los delincuentes.
Esta última circunstancia, era sin duda, 1aM más peso; y ella no
es aplicable, por regla general, á las cuadrillas de malhechores.
Los criminales capaces de infundir pavor en los jurados no pene-
necenpor lo común á tales cuadrillas. Son gentes de alguna posición
social y de influencias, 'circunstancias de que carecen absolutamente
los cuadrilleros, los cuales no pasan de ser criminales- vulgares, á quie-
nes condena el primer Jurado de hombres de bien que los juzgue. Pue-
de haber excepciones, pero sabido es que las excepciones confirman la
regla general.
Se han excluido de la jurisdicción del Juez del'P4tado -las simples
tentativas, ya porque su gravedad es muy inferiorkla'dó los delitos
consumados, ya para evitar la corruptela introducida en varios Crcui- -
tos, de enviar al Juez del Estado muchos sumarios por heridas, á pre-
texto de que podia haber tentativa dø homicidio; con lo cual se recar-
gan inútilmente de trabajo las oficinas, se retarda Ja administración dt
Justicia, y se llega á vocs á sttvnçr larpi y enojosas competencias2Pt el Tribswal Superior,
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Ro se ha juzgado conveniente atribufrai'Juez del Estado el cono-
cimiento de los hechos- criniinosos-anteríores 6 posteriores al delito
principal, y que se encuentren en relación inmediata y directa con ¿1,
por la imposibilidad de señ4arlos do una manen suficientemente clara
en cada caso que ocurra.
Por otra parte, si esos hech»s son tales que constituyan á su autor
en responsable del delito; ya cómo autor, ¿como cómplice, 6 como au-
xiliador. ¿ c5mo encubridor, la disposición es inútil, porque el Juez
que conoce de un delito, juzga á todos sus responsables en cualquiera
de esos casos en que se encuentren comprendidos; y si tales hechos
no constituyen á su autor en responsable del delito principal, ni son
tampoco inocentes, constituyen un delito distinto, del cual debe cono-
cer el Juez que sea competente, según su clase.
Por La naturaleza de su institución, el Juez del Estado debe repu-
tarse como un-juez de Circuito en lo criminal, cuyo Circuito compren-
de todos los Distritos del Estado, y que no conoce sino de determina-
da clase de delitos. Eso solo da la nredida de la naturaleza y extensión
de las funciones de ese empleado, y explica la supresión de algunas
disposiciones de la le>' 171 de 29 de Mayo de 1884, que lo creó.
IV. Sucede con frecuencia que hay huérfanos que carecen debie-
nes, ó los tiónen de un valor insignificante y nada 6 poco producen.
En esos casos es muy gravosa la obligación de pedir el nombramiento
de guardador ante el Juez del Circuito; pero para pedirlo al Juez de
Distrito hay 'l grave inconveniente de que las diligencias quedan por
lo común mal practicadas, por falta de conocimientos en los empleados
de esa categoría.
Para obviar ambos inconvenientes, se ha autorizado á los Jueces
de Distrito para el notubramiento de guardadores en ciertos casos, con
obligación de consultar sus providencias de oficio, con los respectivos
Jueces de Circuito.
V. Un conflicto gçavisimo puede ocurrir con motivo de la ejecu-
ción de las inconvenientisimas leyes expedidas en el Estado desde
1877 en adelante sobre matrimonio. Los legisladores, empeñados en
cerrar los ojos á la luz de la evidencia, á sabiendas de que la religión
católica es la única que se profesa en el Estado, y que ella tiene eleva-
do el matrimonio A la catégoria de Sacramento; ti satjiendas también
de qué para los católicos esa es una ineludible ley, que no pueden des-
conocer ni desechar, so pena de dejar de ser católicos; á sabiendas
finalmente de que ci perfeccionamiento del matrimonio es un acto úni-
co de la voluntad, se obstinaron, sin embargo, en establecer el matri-
monio puramente civil, como fuente única de los derechos y de las
obligaciones de los cónyuges, ya en lo relativo á sus personas, ya coh
relación á sus intereses pecuniarios y en general á los efectos civiles.
Por consecuencia de eso, los particulares se han visto obligados á
celebrar sus matrimonios conforme á sus ritos religiosos, y á practicar,
además, la ceremonia civil prevenida en la ley. Ahora bien, se com-
prende sin ninguna dificultad que un matrimonio religioso puede anj-
larse, quedando subsistente y eficaz la ceremonia civil ; 6 al contrario,
que se anule la ceremonia civil, y el matrimonio religioso quede sub-
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sistente. Qué hacer entdnces? A quién obedecer? Porque los manda-
tos de las leyes religiosas y de las leyes civiles, en el caso supuesto,
soi contrarios y absolutamente incompatibles entre sí.
Otro conflicto semejante puede ocurrir con motivo del divorcio,
porque puede suceder que la autoridad eclesiástica lo conceda, cuando
la civil lo niegue, ó al contrario; y en cualquiera de esos casos el con-
flicto es ineludible.
Atendiendo á eso:
 y  que el Gobierno debe procurar siempre que
sus mandatos no pugnen en caso alguno con los intereses religiosos de
los asociados, se ha dispuesto en el Decreto, que, cuando los contrayen-
tes han celebrado matrimonio religioso, conforme á sus ritos, aunque
tamtién hayan practicado la ceremonia civil, las autoridades judiciales
no sean competentes para conocer de las causas de divorcio y nulidad
del matrimonio, y se limiten á dar completa eficacia á las sentencias
definitivas de las correspondientes autoridades ecicsiasticas. Así se cor-
ta de raíz el mal sin detrimento de ningún derecho legitimo, y con
evidente provecho de los asociados.
Lo que en esa misma disposición se ordena sobre capellanias co-
lativas, existía en el Código de 1866, y se suprimió en el de 1879 sin
motivo razonable. Por eso se restablece.
VI. Según nuestro derecho político y municipal,' los Cabildos son
los representantes naturales de los respectivos Distritos; y como los
Procuradores municipales están encargados de la defensa de sus intere-
sca, son en cierta manera como una especie de apoderados de lds Cabil-
dos. Por esta razón se ha dispuesto que dichas Corporaciones puedan
nombrar y remover libremente los Procuradores 'municipales. Además,
esta mdida corta de raíz las dificultades que pueden presentarse cuan-
do e1 Cabildo y el Procurador de un Distrito están en desacuerdo acer-
ca de lo que debe hacerse en cualquier caso dado, como yá ha sucedido
alguna vez.
REFORMAS EN EL PROCEDIMIENTO CIVIL
Las prinçipalcs reformas introducidas en esta parte, son relativas
los siguientes asuntos;
11 Explicación' sobre el mérito de las copias que se expiden por
orden de los Jueces.
21 Ampliación en las facultades de los Jueces, respecto de la de.
terminación del honorario de los peritos.
35 Condiciones que deben tener el escrito de demanda y el en
que se dé contestación á ella. Obligaciones del Juez á este respecto.
45 Determinación del Juez ante quien debe pedirse el secuestro.
55 Posiciones. Epocas en que pueden pedirse. Notificación y ci
tación para absolverlas. Declaratoria de confeso.
65 Tiempo en el cual se puede hacer uso de ciertos derechos en
el curso de los juicios.
yS Inhabilidad de los testigos, por razón del parentesco.
85 Mérito probatorio de los documentos privados no reconocidos.
95 Recusación de los jueces por pleito pendiente ó terminado.
¡o. Caución de costas.
u. Citación para el saneamiento por evicción.
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12. Documentos que prestan mérito ejecutivo. -
13. Excepciones en las ejecuciones que libren los empleados de
jacienda.
14. Epoca en que pueden intentarse las tercerías. Efectos que
urten en ciertos casos.
15. Arreglos entre el concursado y los acreedores.
ió. Curador al ausente en las sucesiones. Formación' de inven-
arios.
17. Despojo violento.
iB. Certificaciones sobre idoneidad de los testigos.
Hé aquí unas pocas observaciones relativas á las variaciones intro-
lucidas en cada uno de esos puntos:
1. Anteriormente, si no estoy mal informado, no había cortapisa
Iguna para la expedición de copias de cualesquiera piezas que se en-
ontraran en un expediente terminado ó en curso. Dió lugar eso sin
luda á algunos abusos; y para prevenirlos, el Código Judicial de 1$66
'uso algunas restricciones; como se ve en sus artículos 174 á 176. Tal
'ez algunas de esas disposiciones presentaron inconveniente en la prác-
ica, porque los articulos 1$5 5. 187 del Código Judicial de 1879, q.idta..-
oit casi del todo las restricciones que se habían introducido.
Hablando de una manera general, debe facilitarse la expedición
le copias, porque rara vez puede resultar de ello perjuicio injusto 5.
Uguna persona. El inconveniente principal que se nota, consiste en que
in acreedor puede asi proveerse de varios ejemplares del doçumento
:xt que consta su crédito, y hay así medio de ejecutar varias veces al,
leudor por el cumplimiento de la misma obligación.
Ese inconveniente no fu evitado debidamente en el artículo ¡3
le! Código actual, que se limitó á ordenar se anotase en la copia el
uicio de donde se tomó, el estaden que se eneontiaba y las partes
lue en 'II figuraban. Ahora se dispone que con la copia no se pueda
:jecutar al deudor. 5. menos que se expida con su audiencia; y eso
:anja toda dificultad.
11. El honorario de los peritos se ha calculado según el tiempo
we empleen en la operación. Suele suceder pie los peritos abusen, ya
)roccdicndo en la operación con suma lentitud, para invertirtiempG
:onsiderable, ya haciendo figurar mayor tiempo que el que se invirtió
:n realidad; y cii ambos casos es razonable que el juez pueda mode-
ar el honorario á una cuota justa y equitativa.
De otro lado, puede suceder que se presente el caso de hacer una- -
stimaci6n pericial en un asunto de tal naturaleza, que sea manifiesta-
nente exigua la remuneración concedida por La ley; ya por el caudal
le ciencia y de conocimientos prácticos que se requieran, ó ya por las
Jificultades especiaÁes y lo:; peligros extraordinarios que presente el
desempeño de la comisión. En esos casos, que ciertamente han de ser
muy raros, es justo autorizar al Juev para que eoneedaá los peritos
una remuneración equitativa.
III. Una reforma de bastante trascendencia se ha introducido en
lo relativo á los escritos de demanda y de contestación de ella, y á lo,
jue el Juez debe hacer respecto de tales escritos..
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Ha habido siempre entre nosotros eLgra'e mal dela extraordina-
ria complicación de los procesos civiles. Muchas veces las partes acu-
mulan gran .aCunoro de interrogatorios, y hacen examinar multitud de
testigos, sobre hechos en los cuales al fin resultan acordes, ¿ que no
tienen relación alguna con e) punto litigioso. Crecen así desmesurada-
mente los procesos, y en su simple lectura pierden los jueces gran par-
te del tiempo precioso quepudieran emplear con mayor utilidad en el
estudio de las graves y delicadas cuestiones de derecho que tienen
qué resolver; y de ahi vienen á veces largas demoras que perjudican
considerablemnte á las panes.
Para evitar ese grave mal, se dispone que en la demanda el actor
especifique minuciosamente los hechos, numerados uno á tino; que el
Juez no adntita demanda en que se omita ese requisito; que el deman-
dado tenga obligación de contestar 'sobre cada uno de esos' hechos, ma-
nifestando los que acepta como cicrtosy los guerechaza, y explicando
las razones que tiene para esto último ; Lnalñente que el Juez determi-
ne minuciosamente cuáles son loe hechos sobre los cuales deben versar
las pruebas, desde antes de principiará correr el término probatorio. Si
el dcmandado nocontesta en la forma debida, y rehusa hacerlo á pesar
de segunda intimación del Juez, se le declara confeso, en cuanto á los
hechos respeiivos; pero se le admiten pruebas contra esa confesión.
Esas disposiciones prodiscirn desde luégo los resultados siguientes
;.° El actor se fijará de una manera especial en los hcchos cons
titutivos de su derecho, y dará al establecimiento de su demanda la im-
portancia que tiene tan delicado acto. Por consiguiente, en la genera-
lidad de los casos, quedará mejor establecida la acción, y será mucho
menor el número de Los Proresos que al fin resultan baldíos, por dekc-
tos de la demanda.
2? El demandado se fijará también de una manera másespecial
en la demanda y en sus medios de defensa, y reconocerá desde luégo
los hechos que sean cierto, ó por lo menos los que le sean personales
porque si los niega, y después se le prueban, será señal de temeridad
y se le condenará en las costas,
• El Juez, pqr su parte, tendrá qué hacer un estudio previo y
concienzudo del asunto, según su estado, y quedará en capacidad de
dirigir su marcha de una manera más provechosa y eficaz para lajusticia.
4' Se evitarán una multitud de pruebas inútiles; los expedientes
se reducirán á los justos limites que deben tener, y la administración de
justicia ganará en celeridad y en acierto.
5 . ' Los posibles yerros de los Jueces ea la decisión de los puntos
más importantes, puet4en ser remediados por el Superior, para lo cual
se facilitan las apelaciones en el efecto suspensivo.
IV. A pesar de lo claro de la disposición del articulo 58 del Códi-
go Judicial, la manera corno se redactó el articulo 361 ha dado lugai
á que algunos pretendan c'ue las solicitudes de secuestro 'no están su-
jetas á repartimiento. Cotno no hay motivo alguno plausible para se-
mejante excepción', y con la 'mira de cortar la dificultad y hacer que en
todo caso esas solicitudes cc repartan, se ha introducido una pequeña
variación en la frase que caa la dificultad.
J?iktiva'slDtCréto'ÑP 521.	 31.
V. En materia deposiciones ha variado (recuente y notablemente
la legislación del pais. $-{ubo'un tiempo en que el derecho de pedirlas
'no tenla limite ni restricción alguna. de suerte que un abogado astuto
y de poca conciencia, podria abusar de su derecho hasta el extremo de
que la parte contraria, sobretodo Ñi era sencilla é ignorante, se vela ea
la necesidad de perder todos ó parte de 'sus derechos, para no exponer-
se á iñcurrir en alguna equivocación que, aunque inocente, le acarrea-
-tia la pérdida completa del pleito, y una causa criminal por añadidura.
Hubo en realidad abusostan escandalosos, que al-fin .produjeron una
reacción, mediante la cual se ftM á caer al Otro extremo. Entonces se
restringió á 20 el número de posiciones, se dispuso lue no pudieran pe-.
dirse sino una sola vez en juicio, que el que las pedía aseguraraçOn
juramento su exactitud, y que la parte contraria pudiera absolverlas ca
la forma en que Los testigos daban sus declaraciones.
Poco ha tardado en hacerse sentir otra reacción en sentido contra-
rio; pues en realidad la irnpoftante prueba de posiciones quedaba muy
restringida con tales disposiciones. 'El Decreto fija una especie de tér-
mino medio entre esos (los extremos. Deja subsistente la reducción á
:o del número de preguntas, porque en realidad será muy raro que ha-
ya negocio tan complicado que excedan de 20 los hechos personales de
las partes, que son los que pueden dar lugar¡ posiciones. Limita átrcs
las veces que pueden pedirse posiciones, á saber: antes de entrar en el
juicio, durnnte el incidente de excepciones, y después en el curso del
juicio en primera 6 segunda instancia.
Se da derecho á pedirlas antes de entrar en el juicio, porque de la
absolución de las posiciones por la una parte, puede depender el que la
otra entre 6 nó á sostener el litigio. Tiende, pues, esa facultad, á sim-
plificar y á disminuir los pleitos.
En las excepciones dilatorias se concede también el derecho de pe-
dirlas, porque muchas veces esa es la única prueba que puede aducir
una de las partes acerca de los'tiechos en que funda sus pretensiones.
Finalmente, se da üerecho de volver á pedirlas en el curso ¿el
pleito, porque  veces puede no convenirle á una parte interrogar á la
contraria sobre los hechos principales al ventilarse el incidente de ex-
c4,ciones,.y que, sin embargo, necesite ocurrirá tal prueba respecto de
dichos hechos.
Desde antiguos -tiempos existe la disposición en virtud de la cual
se declara-confesó al que no comparece á absolver posiciones It pesar
de haber sidp citado para el efecto, y al que se deniega á responder
.4 lo hace de una manera evasiva.
Es, pue, una cosa muy importante la citación para la práctica de
tal diligencia, y con rarón el Código exige que sea personal en todo
caso ;.perqcomohasta de las mejores cosas se abusa, ha resultado en
ocasiones que una parte, que pudiera perder el pleito si se presentara 
absolver posiciones, haya huido años enteros para evitarlo, y lohaya
-conseguido al , fin. Aunque ese mal se prcenta raras veces, conviene
impedirlo; y á ese fin se encaminan las disposiciones del articulo 38,
'según las cuales no habrá declaratoria de confeso sino cuando la:Nrtc
'tiene noticia de que debe absolver las posiciones é impide que seleha-
.ga la correspondiente citación. Todavia después de declaradaconíesa,
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puede purgar su rebeldía, y presentarse i practicar la diligencia; con lo
cual parece que no queda ni remoto peligro de comprometer indebida.
mente sus legítimos intereses.
VI. La disposición del articulo 466 del Código, sancionada sin du-
dá con ci fin de ensanchar los términos concedidos para ejercer ciertos
derechbs, según la inteligencia que se L dió, produjo á veces la pérdi-
da de los mismos derechos que se quería f1vorecer. Así, por ejemplo,
hubo casos en que una apelaçión interpuesta por escrito el mismo día
de notificada la providencia que motivaba el recurso, se declarara inad-
misiblb, por cuanto se habla ejercido el derecho antes de comenzar á
correr el tiempo denüo del cual debla hacerse valer. La agregación que
se lelace á dicho articulo tiene por objeto impedir ese mal y legitimar
las gestiones que se hagan después de notificado el auto, y antes de
principiará correr el término seitalado.
VII. Se ha presentado el caso de que dos hermanos entren des-
graciadamente en contienda judicial por ciertas diferencias de intereses;
y que, en el curso del pleito, sean llamados á declarar dos hermanos le-
gítimos de los litigantes. Con ese motiva, y atendida la disposición del
número c. del articulo 540 del Código, se ha suscitado la cuestión de
habilidad de tales testigos; y las opiniones, como de costumbre, se han
encontrado divididas. El Tribunal, con copia de buenas razones, ha de-
cidido la afirmativa; y eso es ciertamente razonable. Mas, corno en el
caso aludido concurrian ciertas circunstancias, que pueden muy bien
faltar en otros semejantes, y corno en punto tan delicado é importante
conviene evitar toda duda, se ha adicionado dicho número z! de suerte
que quede fuera de toda duca la habili.ad de Los testigos en casos co-
mael aludido y otros semejantes.
VIII. Suele suceder que cii los litigios una de las partes presenta
un documento privado, sin ci correspondiente reconocimiento. Como
todo es público en losjuicios, (Jebe prcsucnirse que la parte contraria tie-
ne conocimiento del documento, y que si no ic hace objeción alguna es
porque reconoce su autenticidad. Es razonable, pues, tenerlo como re-
conocido; por el simple hecho de no ser impugnado.
Esa presunción no carece de fundamento razonable. En afecto, si
ci documento presentado no es auténtico, tiene que ser falsificado; y si
es falsificado, de seguro que la parte contra quien se aduce seapresura-
iá á manifestarlo as¡, y á hacer instruir el sumario correspondiente; con
lo cual su posición mejorará considerablemente en ci juicio. Por consi-
guiente, si guarda silencio, es porque está convencido de la autentici-
dad de tal documento, y hay razón para presumida.
IX. Las disposiciones de los números x? y io del articulo 634 y
la del articulo 639, han dado lygar á un grave abuso de parte de algu-
nos abogados. Cuando conoce del negocio uit lUagistrado á quien de-
sean recusar y no encuentran motivo para ello, ocurren al medio de
moverle pleito por cualquier cargo supuesto; y una vez contestada la
demanda, promueven la recusación. Entiendo que el Tribunal, sin du-
da con la laudable mira de cerrar la puerta á semejante abusp, resolvió
en Salala de Acuerdo, que en los casos de pleito civil, el derecho de re-
cusar corresponde á la parte cQntraria de la que promueve ó sostie.ne.ti pleito.
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Esa resolución, legal ó ilegal, cierra la puerta á un abuso; pero sa-
rifica derechos legítimos, porque, según ella, queda anulado el dei-e-
ho de recusar por raz6n de pleito civil, puesto que se pone en manos
de quien tiene interés ca que no Sepron)ueVa la recusación. 4 evitar
los dos males tiende la modificación que se le ha hecho al articulo 619
yá citado, según la cual, cada garte podrá recusar al Juez 4 Ministro
con quien haya tenido 6 tenga pleito civil; pero no podrá, con sólo
promover un pleito, crear una caqsal de rccqsacián que no existía.
)Ç. i,o pleitos temenrios, propuestos con finca especiales, á sabien-
das de que no existe el derecho que se reclama, como los de que acabo
de hablar, y otros mucha que se promueven sin justicia ni razón, y sin
un motivo razonablp de excusa, han sugerido 1; .k  de conceder al de-
mandado el derecho de exigir 4e1 denlandante, que afiance satisfactot
riameØte el pago do ls costas, caso de que resulte condenado enellas.
Para los que han de hacer valer ante los tribunales, derechos que
lea correspondau en realidad, no esa una obligación muy gravosa,
yaporque no es de temprae en Jales casas una condenación en costas,-
ya también porque las 4 un proceso seguido con lealtad, y con la únir
ca mira de hacer efectivos derechos legítimos, son relativamente pe.
quefias, y representa n la mínima parte de los sacrificios que las cues-
tiones juridicas imponen á los litigantes honrados y cQnciepzudos. Se-
rá gravosa tal exigencia, para 103 litigantes de mala
pi	
, que muchas ve-
cesaran pleitós, y los prolongan y complican cuap 	 4tp puedep, par
torpe placer de molestar á una persóna 6 á qna familia, dignas de con-
sideraciones y de respeto, y con el criminal .4csignio de .aproycçharse
de las posibles fiaqutr.as de la justicia humana, y lipoderarse de lo aje-
no para medrar, con menoscabo de la justicia y del çierecho. A esos U.-
les, bien stá el ponerles alguna traba 'en sus Vituperables manejos.
Xl. Antes de expedirse el primer Código Judicial del Estado, la
ipaciones al saneamiento por evicci5n no ¿flaban debidamente regla-
mentadas. Se hacían cuando el demandante las pedía. sin necesidad de
aducir justificación alguna, y m u chas veces cuando aquel á quien se
hacia la denuncia no podia $, pçiç e! est44o 4e1 inicio, atender A la de-
fensa de sus intereses.
EL Código de iW arreg14 ese quntq para los casos de juicios or-
dinarios promovidos coqtrael poseedor Ci oçupapte de la finca; pero
oo tuv en cuepta la acciones que e siguen por tramitaciones espe-
ciales, ni ciertos caso4 en los cuals el poseedor á ocupante os obligado
i cc.qstiu1rse actor en el juicio, como sucede, por ejemplo, en las terce,
rías con accióq de doÑinio qpe se intentan en los Juiciqa ejecutivos.
En el nuevo Código subsiste la misma deficiencia. De suerte que,
tales como se ertcontrakan las cosas aptes de expedirse el Decreto que
motivaesta Circular, era completamente ilusoria e1 derecho de sanes.,
miento para todos los poseedores que se vieran en l ccesid4d4e.figM-
rae como actores en el juicio de dominio, y para todos aquellos ,çpnta
quienes se movieran acciones posesorias. En vasto la ley civil cQn3-
graba el ¿trecho de una manera clara .y prcdsa; la ley de procdi-
miento lo 
'
hacia ilusorio en muchos casos. Ese estado de cosas exigía
una reforma, y el Dccretg çontiene la que ha parecido más justa y
oportuna. 2
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Posible es que en un asunto tan complejo como éste, las disposi-
ciones consignadas en el Decreto no tengan suficiente eficacia, ¿ resuk..
ten con algún inconveniente que no se ha alcanzado  ver. La experien..
cía enseñará entonces cómo debe arreglarse definitivamente ese irnpor-
tantisimo punto.
XII. La introducción de la industria bancaria en el Estado, y el
notable desarrollo que ha tomado, exigen disposiciones especiales para
la eficacia de las obligaciones que contraen los que expiden billetes á
documentos de cualquiera clase, al portador, respecto de tos tenedores
de tales billetes ó documentos.
Por regla general, la ley no concede efitacia á documento alguno
que no esté escrito en papel competente, según la cuantía de los inte-
reses que en él figuren; pero hay necesidad de exceptuar los docu-
mentos aludidos, porque su naturaleza ¿ importancia exigen p.recaucio,-.
nes especiales en su fabricación; y chas precauciones son incompatibles
con la condición de extenderlos en papel timbrado. La industria ban-
caria es de suma importancia y presta incalculables servicios al país.
Merece, pues, protección, dentro de razonables límites, y co deben cxi-
girsele sacrificios que ella no puede hacer sin desvirtuarse sustancial-
mente. Es, pues, razonable la excepción aludida.
La ley 186, derogada por el Decreto, estableció un derecho de me
dio por ciento sobre la emisión de billetes y documentos al portador; pe-
ro el Gobierno no ha creído conveniente conservar semejante impuesto;
pues, aparte de lo que se ha dicho, él está llamado á producir el natu,
nl efecto de retardar hasta el extremo la amortización de los billetes
deteriorados por el uso. El ipúblico ha podido yS apreciar la gravedad
de ese mal; porque hay en circulación muchos billetes en tal estado de
deterioro, que á veces es dificil conocer su valor y el Banco á que per-
tenecen. Es de esperarse que la supresión del impuesto remedie inme-
diatamente el mal, y que los bancos se apresuren á retirar de la circu-
lación los billetes deteriorados, y á reemplazaflos por otros en buen
estado.
XIII. Grandes variaciones ha habido en lo relativo al derecho de
proponer excepciones que se concede al ejecutado en los juicios que
siguen los empleados de Hacienda, investidos de la jurisdicción
coactiva.
El Código do 186 limitó ese derecho á las exccpcionçs de falsç-
dad, pago, error de cuenta y nulidad. Era eso estrechar considerable-
mente el circulo de defensa del ejecutado, que de 5UO C13 estrecho,
por tratarse de juicios ejecutivos.
El Código de 189 extendió ese derecho á las excepciones peren-
torias reconocidas en el Código civil, y á las dilatorias de incompeten-
cia de jurisdicción y de ilegitimidad en la personería; "tensión razo-
nable y acertada, acorde con la justicia, y que no menoscaba derecho
alguno legítimo, Quedó, sin embargo, excluida la excepción de nia'
de cuenta, que es necesaria en asuntos de esta naturaleza, porque el da-
cumento que sirve de base ¡ la ejecución es, por lo general, una Uqu4-
daelón, que en muchos cajas puedo estar equivocada, aunque sus ele-
mentos sean aceptables, y la forma de los documentos esté exenta de
tacha.
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XIV. Los dos Códigos que han regido en el Estado, expedidos
'tu 1866 y en 1879, contienen la siguiente disposición, que en el pri-
mero es el articulo 1,034 y en ci segundo el 1,005
"Toda teroerla puede ¡atentaras mientras note haya verificado el pago
ti acreedor; pero si 8e establece antes de diotarse sentenois de preg6a y re-
'mito, se reservará pata darle cono, luégo que esto se verifique."
La razón de esa disposici6n es clara y manifiesta. Mientras no se
Le haga el pago al acrfedor 1 debe oirse á cualquiera que pretenda ex-
'cluir algunos bienes 6 valores de la ejecucion, ó entrar á cubrirse de su
crédito al mismo tiempo que el dicho acreedor; mas, si aun no se ha
dictado sentencia de pregón y remate, conviene no adelantar el juicio
de tercerta hasta que eso se terifique, porque si no llega ocasi6n de die-
tana, como en el caso de que se declaren probadas excepciones pro-
puestas por el ejecutado, resultará baldío é ineficaz todo cuanto se ha-
ga en el juicio de terceiia.
Esa disposición es,pes, de evidente justicia y conveniencia; pero
necesita una .pequeña refor
u
ma para evitar inconvenientes graves que
quizá se han presentado yá, 6 que al menos pueden presentarse. Con-
siste esa reforma en disponer, que la tercería se adelante basta que sea
'admitida; y úna vez que eso se verifique, se suspenda hasta que sedic-
'te sentencia de pregón y remate. La razón que hay para esto es clara
si se suspende la tercena sin resolver si es 6 nó admisible, puede su-
ceder que> dictada sentencia de pregón y remate, al ir 4. resolver sobre
la tercería, el Juez no estime completa la 'prueba sumaria que presentó
'el opositor, y rechace la tercería y haga el pago al acreedor, sacrificas-
-do tal vez intereses legítimos del citado opositor. Mejor y mi, justo
es que, desde que se intenta la tercería, se examine si es 6 nó adíni-
sitIe; y caso de no serlo, se le haga saber al opositor, para 4ue com-
plemente sus pruebas, y atienda eficazmente 4. la defensa de sus inte-
reses.
XV. Asunto importante y difícil ha sido siempre el de, arreglos
etre el concursado y sus acreedores. Hasta hacepocolas leyes hablan
exigido siempre el concurso unánime de las voluntades de todos loe
interesados para darles eficacia 4. los arregles que se pretendian. & ha te-
nido en cuenta para ello, sin duda, la regla general de derecho, de que
4 nadie se le obligue 4. celebrar contrato alguno contra su voluntad,
salvo las ventas forzadas para el pago de sus deuda, -6 por razón de
necesidad pública; pero el hecho es que esa disposición ha venido á
producir graves males, tanto para el concursado, como para la mayor
parte de los acreedores.
En efecto, sucede-con frecuencia que en un concurso la gran ma-
yorla de los acreedores desea arreglar sobre bases que presenta el con-
cursado; pero basta que un acreedor por insignificante sumar se opon-
ga al arreglo, aunque. sea sólo por hacer el mal, para que dicho arreglo
no se verifique. Se entra entonces en la larga sustanciación del con-
'curso; los acreedores abandonan muchas veces el negocio, como si no
tuvieran interés en él; lo propio hace el concursado; los bienes, mal ad-
ministrados, se deterioran ó se pierden; y al fin, un atraso, que tal vez
hubiera podido reducirse á una simple suspensión transitoria de pagos,
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se ¿onvierte ew ruina completa ch) concursado, y pérdida de los crédi-
tos de los acreedores.
Se ha creído encontrar remedio ¡.tan graves males facilitando los
arreglos entre Ja mayoría de los acreedores y el concursado, aunque
se quebrante á veces la regla úpleral de dekcho citada antes. Se ha
dispuesto, en efecto, que cuando la mayoría absoluta de los acreedores
de la Junta, que representen las tres quintas partes de los créditos del
coacurso, acepten las propuestas hechas por el ccçcursado, se entienda
onsumá4o el arreglo. Se etepttia el caso de qu Sean desconocidos
6 postergados los créditos de los que sé opóñen al arreglo; y se deja
su derecho eú salvo á los acreedores hipotecarios ó ptivilegiados, para
qúe hagan uso de sus déíechos. Lo printero tiene por objeto impedit
que entre el concursado p la ma)?okfa de los acreedorS se haga algún
arreglo para sacrificar los interéses de la zñinoda; j lo Segundo se fun-
da en el repto que meréceñ los derechos adquiridos, sea por razón
de hipoteca ó de prenda, sea por ministerio de las disposiciones legales
qué establecen privilegios ei favor de detebninados acreedores.
XVI. Es bastánte defectuoso nuestro Código en la parte que tra-
ta de los juicibs desucüión; pero como el arreglo ¿ompleto de ese ra
-
mo requiere un estudio mucho más prolijo y meditado que el que se
puede hacer en la actualidad el Gobierno se ha limitado 4 reformar él
articulo 1,18 en el sentido ¿e $Upr?mir *u iiieiso 30 jrseítalat en el
el término de í5 días qUe debe niédiar entre la citación por edicto de
los interesados, y el acto de pKncipiar los inventarios. Ha agregado
un artkulo nuevo, para facilitar la reptesentación de los herederos que
están ausentes del Estado, á los cuales manda que se les nombre cura-
dor, y que éste los represcntt hasta recibir los bienes que les sean ad'judicados.
La supresión del inciso 3? del *ftctilb i,k8 se funda en que as
disposiciones son inútile atendidas las di los artículos t,iç y 1,200que tratan de los mismos puntos.
La disposición de que tedieüñ espacio de k5 días lo menos;
entre la citación por edicto de lós interesados, y el acto de :principiar
los inventarios, tiene por objctodat-ie eficacia á dicha citación. Suele
suceder que el mismo día en que se publica el edicto, se forman los
inventarios. ¿Qué efecto surte entonces la citación? Evidentemente
ninguno. Viene á set una diligencia cotosa para la sucesión, y que ca-
rece en absoluto de objeto. En tales casos W.ldxfa más suprimir tal
'citación.
La disposición relativa al nocrbramiMto de curador á los herede-
ros auscdtcs del Estado, tiene por objeto facilitar la tcrñiinaelán de
las sucesiones, asunto itbportahttsimo, sóbre todo paia los herederos
presentes.
Yá se ha visto el caso de gte tn heredero ausente, 4 interesado
en una sucesión, se niegue 4 toda insinuación de que nombre apøde-
ado que lo represente, y aun prohiba fr su apoderado general el ges-
tionar en Ja sucesión; con lo cual se crean dificulizdes b.t vez insUpe-
rabies para el adelantamiento regkilar y la terminación del asunto. A
an.incØnvenienttprocedS debe pocérsele término, facilitando £ los
4ttitderos el retedió de hacer que el que caS aucdtcsca ztpreat&
ke/aíi'z'a al Decreto .M° 1 J t.
tic debidamente en el juicio de sucesión ,con plenas facultades para 1o4
actos necesarios del juicio, hasta terminarlo con la distribución de
bienes entre los participes. Uno de los objetos principales de las leyes
debe ser remover los obstáculos que la malitia ó los intereses de los
asociados oponen con frecuencia á la marcha regular, pronta y equita-
tiva de la administración de justicia; y á eso tiende la disposición ci-
tada.
XVII. El Código de 1879, acorde con el de iSóó, define cipri-
mercaso de despojo de esta minera: 	 -
"Cuaxtdo un particular priva á otro de la posesión de alguna cosa,
usando de la fuerza."
Ese requisito de usai & tdfsut:a ha presentado sus dificultades,
según el-sentido quc dan á esa frase algunas autoridades del orden ju-
dicat: las cuales parece que exigen una especie de lucha personal en-
tre el despojante y el desptijado.
A juicio del Gobierno, lo que eonstituye el doepojo i y despojo vio-
lento, es el hecho de que una persoña se apadeit de una cosa á presen-
'cia del que la ocupa ó pose; y contra la volAntad de éste. Exigir que
de parte del poseedor ú ocupante haya resistencia material, para que
se empeAe as( una especie de lucha que haga manifiesta la fuerza y la
violencia, es Una cosa injusta, peligrosa é inconveniente: injusta, porque
los particulares sostienen al Gobierno para que el Gobierno los proteja
en el uso de sus derechos, y no tener ellos qué hacerse justicia por su
brazo; peligrosa, porque las luchas de hombre á hombre son como las
revoluciones en los pueblos: todos saben dónde principian, pero nadie
puede calcular £ dónde irán 4. parar; inconveniente, porque el objeto de
las leves ha de ser siempre el procurar que los asociados, en sus dife-
tencias, ocurran á Las autoridades, en lugar de disputarse las cosas por
la fuerza de hombre á hombre. Esas coñsdenciones, y el deseo de que
ta tan grave y delicada materia sean uniformes los pareceres de los
Jueces, han motivado la reforma de la disposición aludida.
XVIII. Suele ocurrir á veces qUe se intentan acciones en las cua-
les no se oye al &mandado sino después de decidido lo principal de la
querella, y cuando se trata sólo de ejecutarlo resuelto. En esos casos,
-cuando las pruebas en que se funda la acción consisten en declaracio-
nes de testigos, y éstos no son conocidos del Juez, se corre el peligro
de admitir, corno hábiles, testimonios que puedan ser tachados, á virtud
t disposiciones expresas de la ley.
Para evitar ese grave 
'
inconveniente, dispuso el Código anterior, y
reprodujo el actual, la siguiente disposición:
"Cuando la prueba que se acompañe sea una Información de tes
tigos, las declaraciones de éstos deberán versar sobre, puntos de hecho4
y contener cada una la tnanifestación, por parte del juez, de que cono
cci los testigos, y que en su opinión no tienen ninguno de los impedi-
mentos que para serlo señalan los articulos 537 £ 541 de este Código?"
Casos ha habido en qué, sacrificando el espiritu claro y manifiesto
'de la ley á su rigurosó tenor literal, se han desechado informaciones de
lettigos hábiles, sólo porque el certificado del Juez acerca de su idonei-
.1.A goibainetustado .en cada declaración vino en una diligencia final.
tst citarzstancia motiva !a modificación que , se ha; introducido, pozquc
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unque es verdad que, en general, los Jueces han dado á la disposicióá
aludida su sentido recto y manifiesto, también lo es que en tan delicado
asunto debe rrtnoversc todo motivo de dificultad, y tratarse de unifor
mar completamente la acción de los diversos empleados del orden ju
dicial.
RtPORMÁS EN ÉL PROOEDIKIE O CRIMINAL
Las más iúportantes de las reformas introducida efl ci procedía
fliénto criminal, se refieren á los puntos siguientes:
x. Indembización de daños causados potel delitof
2. 0 Reserva de los sumarios;
3b T&miñó pata e?ñl itir concepto lo F'i.schle
4.' Delitos de competencia del Juez del Estado y de los ue&s da
Circuito;
g.' Excusas de los jurados del Estado;
6.' Cambios en las listas de designados;
7.0 Impedimentos de los jurados cá determinada causa;
8.' Carácter oficial de los jurados;
9.0 Nombramiento de defcnsoP
lo. Juramento de los defensores;
u. Impedimento de los defensores;
12.Excusas de los defensores;
13. Disposiciones sobie el ofendido;
¡4. Detención del reo ctt taso de sobreseimiento;
z;. Facultades del superfot en casos de apelación ó consulta;
¡6. Notificación del auto de enjuiciamiento;
27. Notificaciones  enfermos; -
¡8. Disposiciones sobre pruebas aplicables á lo criminal;
¡9. Avalúo de perjuicios causados por ci delito;
20.Objeto de la sentencia;
21. Efectos de las apelaciones de las sentencias definitivas
22. Impedimentos de los Inspectores de Distrito;
23. Acumulación de sumarios;
24 Nulidades;
25.Sorteo del Jurado de acusación.
26. Traslado del proceso á los jurados
27. Interrogatorio del acusado;
28. Acusación fiscal por escrito;
29. Resumen del proceso y de los debatespe
30.Unanimidad en las resolucioqes del Jurado;
31. Incomunicación de los jurados;
32. Injusticia notoria;
33.Libertad de que deben gozar las partes en La celebración ddjuicio;
34.Inmunidad de que pueden entrará gozar aquellos á quienes se
sigue causa crifl3inal, junto con otros que no gozan de ella.
Expondré brevemente unas pocas observaciones relativas & las va-
riaciones que se han hecho en cada uno de los puntos mencionados.
1. Poco se han cuidado nuestras leyes de procurar que sea efectiva
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la responsabilidad civil en que incurren los agresores por los delito*
que cometen.
Verdad es que la ley civil 1» reconocido siempre ci derecho, pero
las disposiciones procedimentales que sobre el particular han existido,
parecen destinadas á hacerlo ilusorio. 	 $
Las leyes anteriores al Código Judicial de ;866, y ese mismo C6-
digo, sancionaban el principio de que la responsabilidad civil no podia
exigirse sino dçspus que terminara la açci6n crjmival por sentencia con-
denatoria.
Una reforma, saludable en sí misma, aunque no se hayan sentidQ
us efectos, introdujo el C4digo 4e ¡879, y consistió en perqljtir que la
Rcción civil pp4jçra intentaysç en cualquier tiempo, por la ví A ordinaria4
ante los Jueces eçcivos.
He dicho que la reforma çra saludable Co sí misma, porque sieni-
f
re lo es todo lo Que tienda  quitar trabas inútiles en el ejercicio de
os derechos de los asociados; pero es cierto, 5 pesar de eso, que no sç
han sentido sus efect6s, porque no tengo noticia de caso alguno en que
un ofendido se presente ea jpicio para exigir de su agresor la indemni-
gación de lo! pesjuiclos que so le hán sobrevenido por cpnsscuencia
del delito de que fué víctima.
Resulta, pues, que de hecho existe entre nosotros ja imeunida4
de los delincuentes, ep jo relativo 6. la indemnización de perjuicios cau-
nados por çI delito; y que se estado de cosas seguirS mientras no se
tome por Ja ly un camino suficientemente eficaz, como debe tomarse,
porque se trata de un asunto dç evidente justicia y de notoria conve-
niencia.
Son esas las razones principales que 4C. han tenidg çn mira l
4ispoper que la acción civil paríL la indemnización de perjuiciQs se si-
ga junto con1; criminal, y e decidan ea una misma scnteqcí. De las
disposiciones de desarrpllp de esta idea cardinal irá tratando 4 medida
que les llegue su turno en esta rápida revista.
JI. La reserva de los sumarios híi existido siempre, y debe exi-
$r, par qe 14 iivestigacióp pueda dirigjrsç 4° una mançra ppvccho-
sa y co;vpniepç.
Esa reserva está ordenada en el articulo 1,466 del Cóçligo. La
idea dominantç ea ese precepto es que no se imppflgan de IQI suma-
rios sino los funcionarias que actúan en ellos, loq particylare que figt4-
tan como directores ó consejeros suyas 6.escribientes, y los çn4pleados
.que por razón de visita $enen dçreclm de inspeccionar *5 examinar los
papeles delaofidDa.
La Lisma doctrina, más clarirnente expresada, contiene el artícu-
lo, tál como ha sido rpformado. Se han exceptuado del examen del visi-
-tador, en las casos de visita. los sumarios instruidos contra ellos 6 con-
tra sus próximos parientes, por razones tan claras y patentes, que es
Inútil explicarlas. Además, se ha dispuesto que los, testigos 6 peritos
.o&czcan guardar reserva, porque sólo así puede existir realmente dicha
tesan pa el sumario; y se ha limitado el tiempo de ella, basta
l auto dç obrseiwiento 6 de cn)uiç$xuiento, porque no.hy çazón 4-
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guna para prolongarla hast1 más allá de la época ers que se dicten esas
providencias.
UI. Las leyes de procedimiento han achatado generalmente á los
-Fiscales muy corto tiempo para el estudio de los negocios en que de-
ten intervenir. Resulta d ahí que, 6 hacen un "Judío muy' superfi.-
.cial,'en ja generalidad 1e los casps, ó tienen qué prolongarse de hechc
.e indebidamente los tdrminos. Lo primero es lo que sucede más fre-
.cuentemente; bien que qó sea rarp juntarse á un mismo tiempo ambos
-males.
La-consecuencia fprzqa de ese estado de cosas e, que cg muchos
casos-pl Ministerio publico qq corresponde al objeto de su ipstitución,
ni satisface á las necesidades 4e uti4 recta y concienzuda -administra-
.ción dejqsticfa. Paça cortar el ial, et lo qup de la ley depende, se ha am-
pliado.coqsiderablewcnte el término concedido á Jos Fiscales pan emitir
.concepto en los neçocios de su incumbeqci; como lo había sido yá en
Ja reformatoria. -
Espera el Gobierno qup cst modiñcactón pondrá á los •Fisca.
.lcs en sitqacidn de poder proscribir en todo casq çt.na funesto, corrppte.-
la introducida por algunos de caos, que.cousinc ,co ¡r pidicudo sucesi-
va y paultirzamente ampliaiones que, con un qediano estq4io del ne-
gocio, pudieron y debieron pedirse dé una vez. Si quieren esos em-
pleados cpyrespo.nder 4 la cpphianz4 eue eri ellos e ha deposjado, es
preciso que cambien radicalmente 4e conducta en es¿ particular, que
estudien con sumo esmero lo, su.m4rios, lpsde que se les pasen por
primera vez ca traslado; que pidan desde luégo todas lasçppjiac1ones
jiecesarias para el 'po4ecdonarzientg del procqso; y que, cg general,
no pidan un segvnd; ampliación sipo cuando pila nace de la primera,
y no pudo conocerse su necesidad dea ntemano. Sólo así ser4 entera.
mente satisfactoria la labor del Ministerio público, que, en el ppnto que
trato, ha dejado mqclas veces harto qué desear.
IV. La creacióp del juez del Estado hace nécesarlo prever el
.caso en ue un mismo individuo corneta dos 6 nás delitos, uno 6 más
4e la competencia -del juez referido, y otro tí otros de la de los Jueces
de Circuito. En tal caso, no se puede hacer sino una de tres cosas: la
printera, atribuirlos todos a! Juez 4c1 Estado; la- segunda, atribufr!o
a1 Juer de Gircuko; y 1; tezcert hacer que cada Juez lo juzgue por los
deiito.sque son de su cgrnpetencia., sea simultánea 6 sqccaivamcnte. F4.
to 6itimo sería de notoria ¡qconveniencia, por dispendioso de tiempo, si
provecho para nadie, y por dificultades para Ja defensa del reo; lo segun-
do, no es admisible, porque si se creó el Juez dci Estado pan que con
nodcrí do ciertos delitos, fué porque no se queda que en caso alguno
el Juez de Circuito conociera de ellos. Hay, pues, qué aceptar lo pñ
mero, y disponer, como se dispone, que en tales casos cpnoaca de te,
dos los deiit.s el Juez del Estado.
V. La ley qpe, creó el Juez del Estado rrconoci6 ciertas excta
para les• Jueces de hecho del Estado; pero no hay nzdq para atable-
çer diferencia en este- particular' ggtre 1 jürdós dpV Estado y lós leÇircuito. Lo justo es que c~ todos çllps !a misma suerte, y coq
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el objeto de que así suceda, se ha suprimido el artículo correspondien-
te de la ley especial citada.
VI. Ni el Código de 1866, ni el de 1879 autorizaban al Cuerpo
legislativo para variar las listas de los Jueces de hecho, siempre que
lo estimaran conveniente. Tal autorización se concedió por una ley
reformatoria, y se ha conservado en el Decreto porque el ejercicio de
esa facultad puede ser itil á veces, y no presenta inconveniente en ca-
so alguno.
VII. El número 4.* del artículo x,88 erige en causal de impe-
dimento para desempeñar el encargo de jurado, el ser ascendiente 6
descendiente legitimo del defensor ó del Fiscal. Tiene por objeto esa
disposición, procurar la imparcialidad en los jurados; y con el. mismo
un se ha incluido en la disposición á los hermanos legítimos; pues en
tilos concurre la misma causal, con poco menor fuerza.
Esa misma consideración, de procurar imparcialidad en los jurados
ha hecho erigir en causal de excusa la circunstancia de haber decidido
antes, como jurado, sea de acusación ó de caHficación, uno 6 más de
los puntos principales que debe resolver el mismo jurado. Son obvias
las razones por las cuales esa circunstancia compromete seriamente
la imparcialidad del jurado; y es, por tanto, inútil exponerlas.
VIII. Suelen ser á veces los jurados el blanco de los odios de los
criminales á quienes condenan 'por sus delitos; porque á nadie se oculta
que, en general, el Juez de derecho no puede aplicar pena alguna si-
no á virtud de un veredicto condenatorio del Jurado. Conviene por
tanto, rodear del prestigio de la autoridad í los jurados, para los casos en
que sean víctimas de ataques injustos, motivados por el ejercicio de sus
funciones; pues evidentemente ellos merecen en tales casos una protec-
ción tan eficaz como la que la ley señala á los empleados públicos con
jurisdicción política, civil 6 militar.
Si la lep abandonara fi tos jurados á la simple condici6n de los par-
ticulares, en los casos aludidos, no tendría en cierta manera, derecho
perfecto para exigirles valor, serenidad y entereza en el ejercicio de su
sagrado ministerio. Si quiere que ellos sean lo que deben ser, es preci-
so que los proteja como debe protegerlos, porque lo uno es correlativo
con lo otro.
IX. No estaba previsto en el Código el caso en que un reo, en li-
bertad 6 excarcelado bajo fianza, que escogió defenderse por sí, abando-
nara su defensa y se ausentan del lugar del juicio. En tal caso se ha
dispuesto que el Juez nombre defensor, que continúe representando
al reo; medio equitativo y eficaz para salvar el inconveniente anotado.
X. Una-práctica loable del Tribunal y de los Juzgados había es-
tablecido e1 juramento del defensor, sobre el cual guardaba silencio el
Código; pero es patente que cualquier día podría variarse dicha prácti-
ca, con notable detrimento de la administración de justicia.' Se ha eri-
gido, por eso, en una obligación formal.
Debe tenerse en cuenta que el papel de defensor, sobre todo de ofi-
cio, es pesado y repugnante, aunque importantísimo pan una buena y
recta administración de justicia; y que no hay palanca más poderosa ni
estimulo más cfiz 1'r* curnnlir deberes de esegénero, que el juramento
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prestado solemnemente en el santo nombre de Dios. Sin esa garantía,
el papel de los defensores seda, en general, poco menos que inútil.
XI. Sucedió en algún Circuito que se presentaban á veces en un
Jurado padre ¿ hijo, éste defendiendo, ó mejor dicho, representando los
intereses de la sociedad, como Fiscal, yaquéldefendicndo al reo, por
Salario que de ¿1 recibía. Fácil es barruntar, sin que en ello haya gran
temeridad, que en tal caso La acusación no seria muy vigorosa, ni la de-
fensa muy dificil; y que, si el reo generalmente había de resultar bien
librado, en la misma proporción había de salir herida la justicia.
Tan repugnante espectáculo ha hecho pensar en la necesidad de
ampliar el número 3.0 del articulo z,6o8, en ci sentido de impedir el
ser defensor, es decir, prohibírselo, á todo el que se encuentre en se-
gundo grado de consanguinidad ¿ de afinidad con el acusador 6 con
alguno de los funcionarios que han intervenido ó deben intervenir ea
la causa ¿en el sumario; y también á esos mismos acuflador y empleados.
Yá que el decoro propio no es suficiente á veces para impedir males
como el de que hablo, preciso es que la espada de la ley venga á cor-
tarlos de raíz. De otra suerte hatarlaqué presenciar, de cuándo en cuán-
do, espectáculos como el de que h 9
 hablado, que ciertamente no hacen
honor á ningún pueblo, medianamente civilizado.
XII. El número 4.0 dO artículo 3,609 del Código erigía en cau-
sal de excusa, para desempeñar el encargo de defensor,el serio en dos 6
más causas al tiempo de riotificársele la elección. Venía á suceder con
esa disposición, que los Ahogados que se dedicaban especialmente al
ramo de defensas criminales, mediante el pago de cieflo honorario por
los reos, quedaban exentos de la pesada carga de defensores de oficio;
cuando eran cabalmente los que le sacaban algún lucro á C&L parte de
su profesión, y los que más fácilmente y con menor gravamen podían
llevar la carga. Dispúsose, por eso, que se necesitaba tener defensa
de oficio, en dos 6 más causas, para poder excusarle del encargo.
Pesada es, sin duda, la carga de defensor de oficio en asuntos cri-
minales, y el Gobierno libertaria con gusto de ella á los particulares, si
pudiese encontrar1
 un medio de colmar el vacío que su ausencia dejarla
en los procedimientos criminales; pero tales como se encuentran ahora
las cosas, no queda otro recurso que soportar dicha carga, yá que no
puede prescindirse de ella sin afectar los intereses de la justicia en su
parte más delicada y más importante.
XIII. Sentada !a doctrina de que la acción civil para la reparación
del daño causado por un delito, debe seguirse junto con la acción cri-
minal, como lo he hecho notar antes, era forzoso darle al ofendido el
derecho de intervenir en el juicio, puesto que en él va á decidirse de sus
derechos. Mas, como rara vez el ofendido querrá hacer uso de ese dere-
cho, y los dcrechosson generalmente renunciables por su naturaleza mis-
ma, era preciso sancionar el principio de que su intervención no eta nt-
cesaria para la sustanciación y decisión de la causa.
Esta innovación ha creadq la necesidad de que en todo sumario se
establezca claramente la naturaleza y condición del ofendido, y se averi-
güe si tiene ó nó la libre administración de sus bienes; y en casa de no
tenerla, si hay alguno que lo represente legalmente 6 nó.
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Se4 que el ofendido tenga la libre administración de sus bienes,
sea que tenga representante legal, como marido ó.curador, puede cons-
tituir apoderado para los efectos civiles; pero, si eso lo hace cuando el
asunto está en estado de sumario, no puede imponerse de su contenidq,
por la reserva legal que hay obligación de guardar. Ese apoderado
vendrá á intervenir más tardq en el curso del juicio, cuando se decla-
re con lugar á la formación de causa. Caso de no tener la libre ad-
ministración de sus bienes, ni representante legal, el Juez, al elevar á
causa el sumario, le nombra defensor; y este es el único caso en que la
parte ofendida ha de figurar necesariamente en el juicio, po^r medio de
dicho defensor.
Resuelto que la acción civil se siga bajo una misn?a cuerda con la
criminal, y reconocido el principio de que el ofendido tiene el derecho,
pero nó la obligación de concurrir al juicio, ha sido preciso establecer
que, aunque no concurra á él, le aproveche y perjudique la sentencia
que se dicte. Peca esto contra la regla general de que la sentencia no
afecta sino á los que litigan; pero puede explicarse la anomalía, dicien-
do.que el ofendido se presume haber litigado, aunque de hecho no
concurra al juicio, con la sola circunstancia de tener eldeTecho de ha-
cerlo; as( como en los negocios civiles se presume haber litigado la
parte demandada, aunque de hecho no concurra al juicio, cuando éste
se ha seguido respecto de ella en los estrados.
XIV. Con frecuencia se ha preseñtado la dificultad de no saber
qué debe hacer con el sindicado, en los casos en que se sobresee, con
declaratoria de que debe convocarse jurado de acusación. El Código,
nada explícito dispone á este respecto. Se ha creído lo más razonable
que se le detenga, si hay contra él la declaración de un testigo hábil,
Ó un indicio grave, y quejen caso contrario, se le mantenga en libertad.
XV. Las disposiciones de los incisos 2.° y 3? del articulo 1,628 son,
en cierta manen, contradictorias. El uno dispone que, cuando se ape-
le del auto de enjuiciamiento, ó se consulte un sobreseimiento, pueda
el superior "tornar en consideración la resolución del inferior respecto
de uno 6 más de los puntos no comprendidos en dicho recurso 6 con-
sulta"; y el otro previene que no pueda el superior "variar la resoluclóñ
de primera Instancia en puntos no sujetos á consulta, ni comprendidos
en la apelación".
Lo primero es lo razonable, para evitar que á veces se vean en-
juiciados por un mismo hecho con mayor rigor los menos responsables,
y con menor rigor los más responsables, ó bien enjuiciados los menos
criminales, y terminado el procedimiento, respecto de los más culpados,
por un sobreseimiento. Conviene, sin duda, que el superior pueda ex-
tender su imparcial criterio á todos los hechos y £ todos los acusados,
para que á cada uno se le haga cargo por aquello de que es responsa-
ble, ni más ni menos. Para ese efecto se ha suprimido cl inciso 30 re-
ferido.
XVI. Aceptado el principio de que el ofendido puede 6 nó hacer-
se parte en el juicio, era necesario disponer que se le notifican el auto
de enjuiciamiento, á ¿1 6 & su rewesentante, si residen en el lugar del
juicio. Al residir en otro lugar, se prescinde de la noti6cación, porque
se presume que, el catar ausente y el no haber constituido apoderado,
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son sefl.ales de que no quiere hacer uso del derecho de intervenir en el
juicio. Claro está que si el ofendido no tiene la libre administración de
sus bienes, ni representante legal, es el caso de nombrarle defensor, y
j ¿stt se ¡e notifica el auto. Como Ja intervención del ofendido es sólo
en la acción civil, no tiene derecho de apelar del auto de enjuiciamien-
to, salvo que sea acusadot
No estaba previsto en el Código ton suficiente claridad el caso de
que el enjuiciado estuviera cumpliendo alguna pena al tiempo de ser
llamado á juicio. En tal caso se ha dispuesto que se le notifique el su-
tp enjuiciamiento por medio de exhorto ó despacho, para que ex-
prese si quiere continuar cumpliendo su con 'ena, 6 si prefiere estar
presente en el lugar del juicio. Hecha esa manifestación, el juicio pue-
de adelantarse sin inconveniente alguno. Si no está cumpliendo pena,
sino deteniçlo en otro Circuito, por otro delito, notificado el auto de
enjuiciamiento, se resuelve si hay ¿ nó lugar á la acumulación de cau-
sas, y se sigue el asunto según la resolución que se dicte. Se atiende
así á la voluntad del reo, en cuanto es posible, sin afectar los fueros de
la justicia.
XVII. Cuando los reos están enfermos es á veces dilicil, y en
ocasiones imposible, hacerles las notificaciones. Si la enfermedad es
tan leve que no impida el trasladarlos á la cabecera del Circuito, no
hay necesidad de disposición alguna especial. Cuando eso no sea po-
sible, y el reo resida en otro lugar, no queda otro recurso que hacer
las notificaciones por nedio de exhortos ó despachos; y si el impedi-
mento es tan grave que no pueda hacerse conducir el reo á la oficina,
hay que hacerle las notificaciones en su propio alojamiento. Así Se ha
dispuesto, porque ninguna otra cosa mejor puede hacerse. Todavía es
posible que aumente la dificultad hasta el caso en que el reo no pueda
recibir la notificación ni aun en su propio alojamiento; y entonces es
visto que nada pueda hacerse, ni hay, por lo mismo, necesidad de dis-
poner nada.
XVIII. El Código de 1 879 declara aplicables á lo criminal gran
número de las disposiciones sobre pruebas que rigenen lo civil; pero
omitió el artículo 872 que habla de pruebas que deben practicarse fue-
ra del Estado, y que es de notoria importancia, más aún en lo crimi-
nal que en lo civil. Eso explica la reforma introducida al primero de
los articulas citados.-
XIX. Aceptado el principio de unir la acción civil á la criminal,
y reconocido el hecho de que el ofendido rara vez concurrirá al juicio,
era preciso poner de ofida en manos del Juez los datos necesarios para
decidir con justicia y equidad la acción civil. Se dispuso por eso el
avalúo de los peijuicios por medio de peritos, y se reconoció el dere-
cho de las partes á presentar las pruebas que estimen convenientes so-
bre este punto.
XX. Para evitar toda dificultad se ha creído conveniente declarar
de una manen categórica que la sentencia debe fijar la indemnización
que ha de pagar el reo al ofendido; y que tal sentencia presta mnéritoeje-
cutivo en favor de éste y contra aquél, luégo que se ejecutorie. Eso
por sabidor pudiera callarse, pero es mejor decirlo expresamente.
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XXI. El objeto claro  expreso del articulo 1,670 de! Código es
que, aunque sólo apele el reo, si se le aplicó pena menor de la que le
correspondía, se le aumente hasta el monto que la ley señala; y que
aunque sólo apele el Fiscal, si se impuso pena mayor, se disminuya á
lo que debe ser. Por consiguiente, ci Tribunal puede en todo caso va-
riar la calificación del delito, y aumentar ó disminuir la pena, aunque
resulte as¡ agravada la condición del apelante.
Se puede argüir contra esa disposición, que el objeto de las apela-
ciones no es agravar la suerte de los apelantes, sino mejorarla; y que
así, aunque el superior crea que debieron salir en la primera instancia
peor librados, debe limitarse í'con6rmar la resolución del inferior. Ese
argumento es decisivo cuando se trata de derechos civiles, que pueden
ser ejercitados ó renunciados á voluntad del respectivo interesado; pe-
ro su fuerza en asuntos criminales es más aparente que real, porque en
ellos hay de por medio los sagrados fueros de la sociedad ultrajada, y
los intereses de la justicia, que exige el castigo de los delitos en la'pre-
cisa medida que la ley sciíala. Si un criminal, castigado en primera
instancia con culpable lenidad, va i buscar en la segunda un mayor
error de los Jueces, que mejore aun su suerte, justo es que pueda en-
contrar la severa mano de la justicia que lo condene á lo que justa-
mente debió ser condenado en primera instancia.
Se ha cstip,ado, sin embargo, que cuando uno 6 más reos y el
Agente del Ministerio público se conforman con la sentencia, y otro ti
otros reos apelan de ella, la apelación de éstos no debe impedir que se
ejecutoríe la sentencia respecto de los primeros, y que se proceda ú su
ejecución. Tampoco debe impedir esto la sola apelación del ofendido,
que no se refiere sino á la acción civil, cuando no es acusador; pues al
serlo, su apelación se refiere á todo el fallo, tanto en la aplicación de
la pena, como en la indemnización que fije.
XXII. El articulo z,690 del Código atribuyó á los Alcaldes el co-
nocimiento de las recusaciones que se intenten contra los Inspectores
de Distrito como funcionarios de instrucción, pero guardó silencio acer-
ca de los impedimentos. La reforma hecha á esa disposición subsana el
defecto aludido.
XXIII. I..as disposiciones del Código sobre acumulación, se refie-
ren á las causas; de suerte que los sumarios no son por su naturaleza
acumulables. Sucedía, sin embargo, que á veces se principiaban inves-
gaciones relativas á varios delitos y se adelantaban en notable confu-
sión bajo una misma cuerda; lo cual producía numerosas dificultades
para la administración de la justicia criminal.
Para poner remedio á ese mal sé sancionó el artículo 1,707 del
Código, el cual dispuso que los sumarios referentes á diversos delitos
se siguieran por cuerda separada. El mal se remedió; pero al fin ha
venido á tropezarse con otro de especie contraria, porque á veces ¡os
funcionarios de instrucción hacen divisiones y subdivisiones de ciertos
hechos complejos, ¿ instruyen varios sumarios para la averiguación de
sucesos que constituyen un solo delito, dificultándose as¡, considerable-
mente, en esos casos, la administración de justicia. Ha venido, pues,
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por un camino opuesto á incurrirse en el mismo defecto que se quería
remediar; y ese motiva la adición que se le ha hecho al artículo,
citadó.
XXIV. Las nulidades han sido siempre el punto más diflcil 6 ¡tu-
portante del procedimiento criminal; y, á juzgar por la variedad de
disposiciones que han regido en el particular, puede creerse que hay
mucha diversidad de pareceres en la materia.
Hablando de una manera general, no deben erigirse en causales
de nulidad sino aquellas omisiones é irregularidades en el procedi-
miento que comprometen los legítimos derechos de las partes; y no
debe concederse derecho de alegar la nulidad sino á la parte cuyos de-
rechos fueron vulnerados. Sobre esos principios están calcados los ar-
tículos 1,708 y 1,709 del Código, á los cuales apenas se ha creído con-
vertiente agregar que también puede anularse un proceso cuando se
"¡te alguna de las formalidades que La ley señala para el sorteo, siem-
pre que se haya hecho la correspondiente reclamaci6n al practicarse la
diligencia.
Esa restricción se funda ea que, 5i las partes no hicieron redama-
ci6n en el acto del sorteo, debe presumirse que sus intereses no fueron
comprometidos con la irregularidad en que se incurrió, y la anulació4
carece de objeto.
No se ha creído conveniente conservar la variación ique introdujo
en el particular 1* ley 186 de 1882, reformatoria del Código, porque
ella nç> ha producido otro resultado que aumentar considerablemente
el trabajo en los Juzgados, por las muchas anulaciones de causas; sin
que en [a inmensa mayoría de los casos se haya incurrido en irregula-
ridades de procedimiento que vulneren realmente los derechos verda-
deros de las partes.
XXV. Una pequeña reforma se ha introducido en lo relativo al
sorteo del Jurado de acusación; y consta en que oc se extraigan á la
suerte sine las tres bolas correspondientes á los individuos que deben
formar el Jurado. No hay, pues, derecho de recusar; y la supresión de
dI se funda en que conviene simplificar el acto lo roSs que sea posible,
siempre que no se comprometan los derechos de la justicia.
XXVI. La más gravos4 de [as cargas que pesan sobre los particu-
lares, es probablçmeote Ja de Jueces dé hecho; y más aún con la n-
nera como se procede Cii el desernpcño del encargo.
En efecto, reunido el Jurado se lee rápidamente el expediente, sp
examinan los testigos, silos hay, se oyen los alegatos de Las partes, y
se encierra bajo llave á los jurados para que fallen, sin que les sea lleitá
comunicar con nadie por motivo ni pretexto alguno. Parece qpe se
quisiera que el fallo se dictase por la primera impresión que produce
en e lectura delánimo la rápida lectu del proceso; pero es patente que en mu-
chas ocaioncs esa primera impresión hace formar un juicio erróneo, qp
el atento estudio del expediente rectifica lu6go.
A reparar csc mal, en lo posiWe, se encamisa la dposisi6n qj:
man4a çlar trasl3do del pruceso á cada uno de losn)epibros del Jw4
or nq ejs das, acgú4 la grave43d.del hecho y. el w.olumea.d,4
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pediente. Mf podrán los jurads estudiar con calma y tranquilidad el
proceso, y prepararle á oír con provecho las exposiciones quise hagan
en la celebración del juicio, ya por los testigos y ya por las partes.
XXVII. Uno de los mediós más eficaces de que dispone la justi-
cia humána para averiguar la verdad en los procesos criminales, consis-
te en el interrogatorio público del reo hecho por el Juez, en el acto so-
lemne de la celebración del juicio. Ese medio ha sido muy descuidado
entre nosotros; y conviene hacer un esfuerzo por implantarlo, con la es-
peranza de que produzca en nuestro país los buenos resultados que pro-
duce en otros. A ese efecto se encamina una de las reformas que ¿ob-
tiene el Decreto; y si bien es cierto que ella impone un trabajo irripor-
Unte y delicado al juez, también lo es que de él deben esperarse co-
piosos frutos en beneficio de la justicia y del derecho.
Pocos serán, en efecto, los reos que, siendo realmente criminaks,
tengan el talento y la sangre fría necesarios para explicar satisfactoria-
mente su conducta con engaños y falsedades, y persuadirá los demás
de su inocencia; al paso que un inocente podrá dar explicaciones tan
satisfactorias, tan naturales y tan sencillas, que será raro no disipen los
indicios que contra él haya acumulado la -investigación.
XXVIII. Cuando el Fiscal no es muy acucioso en el cumplimien-
to de sus deberes, sus exposiciones escritas sobre el mérito del sumario
ayudan poco enla penosa y diííciltareadeformarjuicioacercadelaCUl-
pabilidad 6 inocencia del reo; y sus alegatos verbales ante el Jurado,
por claros y metódicos que sean, nunca tienen el mérito dé una pieza
escrita que puede ser consultada cuando se quiere. Es, sin embargo, 4e
utilidad patente é incalculable él quejas jurados t'engañ una especie de
derrotero para el estudid del proceso, cuando haya rectificaciones qué
hacer, sea en cuestión de hechos 6 en' puntos de derecho. 	 -
Para atender á esa neceiidád se ha dispúes.to que el Fiscal, , fuera
ile su alegato verbal, presente una acta escrita de acusación, en la que
haga la narracióh de los hechos y la designación de los delitos cometi-
dos y de las personas iesponsables, con oportunas citas de las pieza
hitportantes del proceso, y de las dispo&ciottei legales aplicables.
Bien veo que esto aumenta un tanto el trabajo de los Fiscales;
pero es de suma importancia para la buena administración de justicia,
á la cual es preciso subordinar todo lo demás.
XXIX. Otra medida contiene el Decreto, encaminada á facilitar
él ejercicio* de sus ?unciones al Jurado,- y á próourar el mayor acierto
posible cii sus decisiones: hablo del resumen que debe hacer el juez,
•de palabra 6 pói Serito, del j roceso y de los debates, después de ter-
minados todos los otros actos de la celebración del juicio, y cuando va
ti jurado á priidpiar su deliberación secreta. Esa piña es de la más
bits ithp*tancia; y si l Juez pone en etia el eaffickio 4%le debe oñrr,
tL tltntadó 4 ejercer una saludable Ifl*encia en la buen* nla±thí d
la adiniitístracióñ ¿e júfllcla.
Aboo¿oh hay quIe escogen eufdkdosaneñte ciertos ¿+guiWéhO*
dalumbradi*es, y los sacan á lucir á úldina hora, cuando y5. el Pii
io puedá dSanc&lo. y denostnr al Juradó qub 10 deñeA xñErttó
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ni importancia alguna, y que su fuerza es sólo aparente; y es
ble que más de un criminal debe su impunidad á ese ardid. Con
posición que se examina, el Juez puede y debe remediar ese m
ciendo ver al Jurado la falacia del procedimiento, é indicándole
lo que hay en realidad en el asurto.
Me prometo que de la referida disposición habrá de result
siderables bienes á la sociedad.
XXX. Grave cuestión es la de si a Jurado debe resolver la
tiones por unanimidad ó sólo por mayoria. Esto dIurno disp
Código de 1879, y lo primero se dispuso en el de ¡866. El E
vuelve á exigir la unanimidad, porque la experiencia ha enseña'
tic nosotros que dicha unanimidad no presenta los gravísimos
venientes que eran de temerse; y si es eficacísima para que pue
efectiva la responsabilidad moral del Jurado.
Absuelto un reo de esos á quienes la opinion unánime seft
mo delincuentes, y cuya absolución, injusta á todas luces, lleva e
ma á los hogares, se pregunta cualquiera: ¿Quién es el responsa
esta criminil impunidad? Nadie puede señalarlo, si el Jurado re
por simple mayoría. En caso de unanimidad, ykse sabe que todo
son igualmente responsables; y sobre todos y cada uno desear
sociedad su justo anatema.
XXXI. Todas nuestras leyes de Jurados han establecido la
hita incomunicación de los miembros del Jurado, desde que psi
la deliberación hasta que pronuncian su veredicto. Razones di
hay, sin duda, para tal incomunicación; pero ella admite cierta
geración favorable á los inicreseaf
 de la justicia.
Sucede, en efecto, á veces que los miembros del jurado 50E
tes sencillas ¿ ignorantes, que no saben la manera ' como deben i
der para desempeñar cumplidamente su encargo. Bien ó mal, cHi
formado su juicio acerca de la culpabilidad 6 de la inocencia del reo,
pero no han podido comprender qué es lo que tienen qué hacer para
manifestar su voluntad, Qué se hace 1' Evidentemente una de dos co-
sas: 6 permitir la comunicación con el Juez para allanar la dificultad, 6
exponerse á que el Jurado obre á tontas y á locas y condene cuando
quería absolver, 6 absuelva cuando era su voluntad condenar.
1-le propuesto un caso sencillísimo, para hacer resaltar la necesi-
dad de la comunicación con el Juez. Muchísimos otros pueden ocurrir
de diversa naturaleza, en todos los cuales será provechoslsirna para los
intereses de la justicia la comunicación aludida, sin que se alcance á
ver que de allí pueda resultar inconveniente de ninguna clase.
	 -
XXXII. El que haya seguido con esmero ¿ imparcialidad la mar-
cha de la administración de justicia en el Estado, en los asuntos en que
interviene el Jurado, se habrá convencido, sin duda, de los excelentes
resultados que ha producido esa institución entre nosotros. Multitud de
criminales, 6. quienes un Juez de derecho habría tenido qué absolver,
iun expiado sus delitos en los establecimientos de castigo, merced & It
intervención del Jurado; al paso que es relativamente insignificante el
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número de malhechores á quienes haya absuelto el Juradoy, y que u.
biera podido condenar un Juez de derecho.
Es preciso, sin embargo, confesar que ha habida abludones es—
candalosas, en casos en que la concienei g pública clamaba por un cas-
tigo pronta y ejemplar. Para k generalidad de esos casos raros proveía
de remedio el Código de 1866, con la facultad que daba á tos jueces
de declarar notoriamente injusto el veredicto del Jurado; pero esa fa-
cuttad tité suprimida en: el- Código de 1879, que dectaM absolutamente
eficaces en todo caso los fallos del Jurado.
El Gobierno no ha vacilado, en restablecer la aludida facultad, co-
mo recurso supremo contra las posibles aberraciones de un Jurado que,
olvidando sir sagrada misión, burlando la confianza pública, y cerrando
los ojos á la evidencia de las cosas, quiere consagrar la impunidad de
os criminales.
Verdad es que esa facultad mina, en cierta manera, por su base la
institución del Jurado, puesto que á un veredicto de conciencia, opone
una decisión fundada en pruebas legales; pero también es verdad que
en estas materias la experiencia es la razón suprema que prima á todas
las demás; y ella nos enseña que el ejercicio de esa facultad ha sido
siempre benéfica para la causa de la justicia, y no ha presentado nqnca
inconveniente alguno. Volvemos, pues, á la práctica de esa institución,
con la conciencia de que ella seguirá produciendo excelentes resultados.
Las disposiciones que sobre ella se han consignado en el Decreto,
son idénticas 4. las que existían, con la diferencia de que antes no podía
el Tribunal declarar la injusticia notoria, si el Juez no lo habla hecho en
primera instancia, y ahora sí se le ha concedido la facultad de hacerlo.
XXXIII. Puede suceder que, adelantándose un juicio contra va-
rios reos, uno de ellos entra á gozar de inmunidad, caso que no ha pre-
visto especialmente la ley. A este respecto dispone el Decreto, que se
suspcnda el juicio respecto de los inmunes, y se continúe con los otros.
Es lo que razonablemente puede hacerse.
XXXIV. El artículo 1,782 del Código congra el principio abso-
luto de que las partes deben disfrutar de entera libertad para aducir los
razonamientos, los hecho; los documentos y los testimonios que 4. bien
tengan, siempre que lo hagan en- el lugar y 4. la hora en que el jnido.se
celebre. Una disposición semejante existía en el Código de ¡866; peto
con saludables restriccionca Así, por ejemplo, no podían los que toma-
ban parte en el debate, atacar la Constitución y leyes de la República ni
del Estado, ni los principios de la moral cristiana, ni los dogmas y prác-
ticas del culto, nl hacer mofa y burla de esos objetos, ni excitar contra
dios el odio 6 el desprecio público, ri ofender el pudor, ni irrespetar al
Juez 6 4. los miembros de? Jurada.
En suma, entra el Código de ¡$66 y el de 1879 habla, en este
particular, la diferencia que hay entre la libertad y ci libertinaje ;- y na-
turalmente el Gobierno ha vuelto 4. lo que antes existía, que Sin duda
es lo mejor.
Poco más tengo qué agregar, respecto al Decreto que motiva esta.
t?nuhr AT.° óso
Circular, pues-ySlw tocado los puntos principales á que él se contrae.
Me limitaré, pues, á las siguientes observaciones generales.
- ti El hecho de que alguna disposición de la ley reformatoria ó
del Código se haya excluido en el Decreto, 'no significa siempre, que
'se proscribe 1a idea consignada en dicha disposición; pees yá se ha vis-
to que varias supresiones se hacen porque otras disposiciones del
Código consagran el mismo principio que la suprimida. Claro está que
'en -esos casos no hay una positiva reforma, sino una mera simplifi-
cación.
'2 Varias do las reformas hechas consisten, en el fondo, en simples
rectificaciones de yerros manifiestos de imprenta  de pluma. Al hacer.
las, el Gobierno ha querido atender á la necesidad de que las disposi-
-ciones judiciales sean muy claras y muy terminantes, para que los de.
reehos de las partes no estén sujetas á interpretaciones más ó menos
-caprichosas y contradictorias; pero no es SIL ánimo resolver que tales dis-
posiciones no se pueden haber entendido anteriormente en ci sentido
en que han quedado redactadas-hoy. As! por ejemplo, el articulo 1,915
del Código principia así: "El jurado puede reclamar de la providencia
en que se le condene &cY; yen ci Decreto queda de esta manera:
pnaá puede reclamar de la providencia en que se le condene &c.";
pero esta reforma no significa, según la mente del Gobierno, que ante-
riormente ese articulo se refiriera tealmentt á tos jurados, porque sa
tenor y el lugar que ocupa dicen con suficiente claridad que se -refería
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No debe tampoco creerse que él hecho de no corregir algunos ye-
nos de esa clase que se encuentran en otras iiguns del Código, sig-
nifique que deba sacrificarse ci espíritu claro y manifiesto de las dispo-
siciones respectivas al ciego tenor literal; porque es bien sabido que it
nejor regla de interpretación consiste en dar 4 las disposiciones de la
ley su sentido recto y jenumno, y que cuadra bien con el espíritu gene-
cal de la misma ley. Así por ejemplo el attículo -1,46r dice juzgado
cuando debe decir fugado, y en el artículo 1,622 la primera conjunción
-o debe ser y; y aunque esas rectificaciones no se han hecho en el Decre-
to, porque cuando se tuvo conocimiento de los -yerros yá aquel estaba ex-
.pedido, nadie debe creer que dicho Decretotengu el alcance de hacer
£nnes y obligatorios esos- manifiestos yerros de -imprenta 6 de pl-uma.
3. Es probable que, en la-transformación que se -verifica hoy ea
-ls-República, la legislación civil, tanto sustantiva como adjetiva, pase 4.
-ser del resorte exclusivo del Gobierno nacional. No obstante, el Go-
'bierno ha creído conveniente expedir el Decreto á que me refiero, por-
que tal vez se demora algún tiempo considerable el cambio de Códigos,
y en el Decreto hay disposiciones que conviene entren á regir inme-
diatamente.
4 $e han-derogado dos disposiciones -relativas 4, procedimiento
civil, que se encuentran en otras leyes, en lugares extraños al que de-
-ben ocupar, porque no -se ha ercido conveniente conservarlas.
La primera se refiere al papel que debe emplearse en-las sucesiones
'cuyo capital-es mayor -& quinientos pesos'y: no pasa de mil. La dispo-
-sicidu da-egida s&niba que se zctuaz-a en papel de segunda clase;
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e suerte que continuad actuándose en papel común, como lo dispo-
'cta el C6digo. Eso conviene para que se arreglen las sucesiones de po-
.ueño capital, cosa importante en todo sentido.
La segunda hace relaci6n á la actuaciones en juicios de capela-
'mías, Disponia el artículo derogado que fueran en papel común; y
como no se encuentra una razón suficientemente poderosa para cIa,
se restablece la regla geaeral del Código, y deben continuar en papel
-timbrado.
Por lo demás, es inútil entrar £ encarecer la importancia de la
'misión confiada á los empleados judiciales y del ministerio público.
Ellos son los llamados á dar á los asociados lo que les corresponde,
ya en lo civil, ya ex¡ lo criminal. En sus manos están, en cierta ma-
nen, los intereses y la honra de los asociados; y nf como un Poder
Judicial honrado, inteligente y laborioso, auxiliado por un Ministerio
público de las mismas condiciones, es la más segura .garantla de loe
hombres de bien de toda clase, condición y estada, así también desde
que los miembros de uno y otro abusen de sus puestos para dar en
trada á la injusticia bajo cualquier forma que sea, 6 no tienen , la ¡ni-
ttrucción ni el taknto, necesario;para el cumplido desempeño de sus
funciones, &-se'dandoatini p.xiiatSMia>ytIa negligencia, se con-
viertea en los. peores enaóo&SkL1a'ncédá,'y.cn el más funesto de
los azotes art çueJjsasioiczaio&dia *'rcvMencia puede castigar
á los pueblos.
Ojalá que Los empMms,nws se diií5'o penetrados de la
'importancia4e esas vestdes, suuSsensOdéloe dignos de imita-
tejón, y labren al la .fe4icidad id~jjttt» ^su honra y gloría
iprQ-.
Soy de lJtJ. atento sqvid.r,
:i.%Ttti S'(S 'fi Ñ :iidJil
